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Se deciden en primera instancia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, a la que fueron vinculados la Alcaldía del Municipio de La Virginia, el Procurador y el Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda, los representantes legales de Cafesalud y Asmet Salud del municipio de Balboa y la Alcaldía de este último municipio.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los siguientes hechos:
1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a solicitárselo reiteradamente y ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2 En el Juzgado Civil del Circuito de La Virginia se tramitan las acciones populares radicada bajo los números “2015-223” y “2015-224”; en esos procesos ha solicitado infructuosamente la reforma a la demanda; además, un amparo de pobreza, todo lo cual se le ha negado aunque ha actuado conforme a derecho.

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado: a) dar trámite a la solicitud de reforma a la demanda y se le conceda amparo de pobreza o se desvirtúe el artículo 83 de la Constitución Nacional y b) dar trámite a la tutela frente a la Defensoría del Pueblo de Caldas, a fin de determinar si viola la ley 734 de 2002 y se le ordene cumplir su función.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Después de que la Sala de Casación Civil declarara la nulidad de todo lo actuado en este proceso, por auto del pasado 11 de julio se admitieron las acciones de tutela en trámite acumulado, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, a la que fueron vinculados la Alcaldía del Municipio de La Virginia, el Procurador y el Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda, los representantes legales de Cafesalud y Asmet Salud del municipio de Balboa y la Alcaldía de este último municipio.
2.- En el curso del proceso se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Defensor del Pueblo Regional Risaralda expuso que la inconformidad del accionante está referida a un presunto actuar contrario a la ley por parte del juzgado accionado; del escrito de tutela no se advierte la veracidad de lo afirmado por el actor; en caso de ser cierto, corresponderá de manera exclusiva a la sede judicial, acreditar las motivaciones jurídicas que considere le impidieron tramitar la acción, y en el evento de demostrarlas, prosperaría la solicitud, situación que lo releva de mayores comentarios. Trae a colación los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, los que transcribe, y pide su desvinculación del trámite.
2.2. La Procuradora Regional de Risaralda, al ejercer su derecho de defensa, dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que podrá ser en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, convocado previamente por el juez, el cual no les ha sido comunicado. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.3  El funcionario accionado indicó que en su despacho se tramitan las acciones populares radicadas bajo los Nos. 2015-00223 y 2015-00224 contra Cafesalud y Asmet Salud de Balboa, Risaralda, en su orden; al accionante se le negó el amparo de pobreza porque actúa a nombre propio y el proceso no requiere de abogado que lo represente; las actuaciones son en su mayoría de oficio; tiene amplia experiencia en acciones populares que ha ganado y  presenta recibos de pago de gastos de gasolina, porque se transporta en vehículo particular. Se opuso a las pretensiones y agregó que “dicho señor no ha pedido al juzgado copias del expediente, trámite que no requiere acudir a la acción de tutela para solicitarlas, motivo por el cual esta acción de tutela por su carácter subsidiario es improcedente”.
2.4 El Alcalde de La Virginia expuso que efectivamente el accionante presentó acción popular ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de ese municipio y que ese ente territorial será respetuoso de las decisiones judiciales que se tomen al respecto. Indica que la acción informa sobre unas peticiones eminentemente procedimentales que se encuentran debidamente reguladas por el Código General del Proceso y no evidencia negación de justicia ni vulneración de derechos, en la medida que las decisiones adoptadas por el despacho de conocimiento se encuentran sustentadas en las disposiciones legales. Concluye aclarando que el municipio de La Virginia actúa como garante de un derecho común tanto en la acción popular de origen como en la presente acción constitucional.
3.- La Defensoría del Pueblo de la Regional Caldas y los demás vinculados, guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) que la cuestión que se discuta tenga relevancia constitucional, esto es, que el caso involucre la posible vulneración de los derechos fundamentales de las partes; (ii) que se cumpla con el presupuesto de subsidiariedad que caracteriza a la tutela, o sea, que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio irremediable; (iii) que se cumpla el requisito de inmediatez, es decir, que la tutela se interponga en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, ésta debe tener un efecto decisivo en la sentencia que se impugna; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración, como los derechos vulnerados; y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.”
 
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “(i) El defecto material o sustantivo, que se configura cuando la decisión judicial objeto de reproche, se apoya en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; (ii) el defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece de competencia; (iii) el defecto procedimental, que se origina cuando el funcionario judicial dicta la decisión, apartado completamente del procedimiento dispuesto en el ordenamiento jurídico; (iv) el defecto fáctico, surge cuando el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado; (v) el error inducido, que se presenta cuando el juez fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; (vi) la decisión sin motivación, cuando la decisión carece de fundamentos fácticos y jurídicos, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; (vii) el desconocimiento del precedente, que se presenta, verbi gratia, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y (viii) la violación directa de la Constitución”
. 

3.- Las copias incorporadas al expediente, tomadas de las acciones populares instauradas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra las EPS Cafesalud y Asmet Salud del municipio de Balboa, que fueron remitidas en forma incompleta, pues no se aportaron todas aquellas solicitadas en el auto que admitió las tutelas, ni se rindió el informe solicitado, permiten considerar acreditados los siguientes hechos:

3.1 El 29 de febrero de 2016, el demandante, entre otras cosas, reformó las demandas para que se tuviera como accionado al municipio donde funciona la entidad accionada, “ya que es el encargado de proteger el derecho colectivo y cumplir su función deber”
.

3.2 Por autos del 11 de marzo siguiente, decidió el juzgado que no se hacía necesario la vinculación del municipio de La Virginia, porque tal orden se impartió en el auto que admitió la acción y por medio de su representante legal se pronunció. Además, que no procede la solicitud de amparo de pobreza “para evitar la condena en costa (sic), porque para estas actuaciones no se requiere apoderado judicial y el demandante posee una larga experiencia en estas lides. Si se requiere efectuar otros experticios (sic) en su momento se analizará cómo se haría su pago y la entidad que deba realizarlo”
.
3.3 Mediante escritos presentados el 11 y el 15 de marzo de este año, el demandante interpuso sendos recursos de reposición y en subsidio el de apelación contra esas determinaciones
.

3.4 En providencias del 14 de abril pasado resolvió el juzgado no reponer las decisiones impugnadas. Para decidir así adujo que “el actor popular no requiere tener representación judicial y mucho menos para que lo guie (sic) y asesore porque tiene una amplia experiencia en acciones populares, además, porque ha demostrado tener los recursos económicos, pues en las acciones populares que ha interpuesto ha presentado recibos de pago de los gastos de traslado a este juzgado, además, en la mayoría de las acciones constitucionales se le ha generado ganancias en trámite. Se conservará de igual manera la no inclusión como nuevo sujeto pasivo de esta relación al municipio de Balboa Risaralda, porque no se avisora (sic) que tenga que ver con las pretensiones de la acción popular. Se repite el ente territorial funge como defensor de los derechos colectivos”. En la misma providencia se decidió no conceder la apelación, porque ese recurso no lo autoriza la ley 472 de 1998
. 

4.- En este caso se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela a que se refiere la jurisprudencia atrás transcrita, porque la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; frente a las decisiones en las que encuentra el demandante lesionados sus derechos, interpuso el recurso de reposición y en subsidio apelación, este último se negó por con fundamento en la sentencia C-377 del 14 de mayo de 2002 que declaró exequible el artículo 36 de la ley 472 de 1998, criterio que comparte la Sala; el  actor identificó los hechos en los que encuentra la vulneración y los derechos que considera lesionados; el amparo se solicitó de manera oportuna y no se reclama el amparo frente a una sentencia de tutela. 
5.- En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el actor lesionados sus derechos porque el juzgado accionado se negó a admitir las reformas a las demandas que propuso y los amparos de pobreza que solicitó, peticiones que considera están ajustadas a derecho.

La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:
 
“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental….”

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

5.1 Considera la Sala que como medio para proteger el derecho a un debido proceso, la acción de tutela está llamada a prosperar respecto de las providencias del juez demandado que negaron los amparos de pobreza que solicitó el actor popular, porque incurrió el funcionario en defecto procedimental, al fundamentar su decisión con argumentos que no prevé el legislador para tal cosa.

En efecto, dice el artículo 151 del Código General del Proceso: “Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se halle en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso a título oneroso.”  Y el 152, en el inciso 2º, reza: “El solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra en las condiciones previstas en el artículo precedente…”

Al adoptar las decisiones de que se trata, desconoció el juez accionado las normas que se acaban de transcribir, pues no autorizan al juez negar el amparo de pobreza por las razones que aquel invocó; se tornan entonces arbitrarias ante la ausencia de fundamento legal que las soporte y en tal forma, impiden al accionante, actuar en las acciones populares por medio de un profesional del derecho. 
En esas condiciones, se concederá la tutela solicitada; se dejarán sin efecto los autos que se pronunciaron sobre los amparos de pobreza y como la Sala se quedó sin conocer la forma como elevó el accionante las solicitudes respectivas, pues el juzgado no remitió copias de las mismas para establecer si se ajustaban a las prescripciones legales, se ordenará al funcionario demandado que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, a la luz de las consideraciones aquí consignadas, se pronuncie nuevamente respecto de las peticiones de que se trata.

5.2 Las determinaciones del juzgado en cuanto negó las reformas a las demandas para involucrar como demandado al Municipio de Balboa,  con fundamento en que las pretensiones de las acciones populares no lo involucran, no se tornan antojadizas, arbitrarias o caprichosas como para que se justifique la intervención del juez constitucional, pues de acuerdo con el artículo  14 de la ley 472 de 1998, “La Acción Popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considere que amenaza, viola o ha violado derecho o interés colectivo…” y en este caso, los hechos de la demanda no dan cuenta de situación así frente a esa entidad territorial.

Pero es que además, de los argumentos en que se sustentó la petición respectiva, se infiere que lo que pretende el actor popular es que se dé cumplimiento al inciso final del artículo 21 de la ley 472 de 1998, según el cual, la demanda que admite la acción popular “se le comunicará a la entidad administrativa encargada de proteger el derecho o interés colectivo afectado”.

Esa comunicación no conlleva la intervención, como parte, de esa autoridad y por tanto, como el proceso se encuentra en curso, puede el actor popular elevar la respectiva solicitud, si es que lo que pretende obtener es que se dé cumplimiento a esa disposición, o alegar la nulidad procesal porque no se integró el litisconsorcio necesario, si no se procede en tal forma, sin que en consecuencia, se justifique la intervención directa del juez constitucional.
De esa manera las cosas puede concluirse que por el motivo que se analiza, no se ha lesionado derecho alguno de los invocados por el demandante que sea menester proteger. En consecuencia, se negará el amparo reclamado en lo que tiene que ver con las decisiones del juzgado accionado de no acceder a las peticiones relacionadas con las reformas de las demandas.
6.- Se negará la tutela respecto de la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre, las que por medio de esta providencia se resuelven.

7.- Como lo solicita el actor, al notificársele esta providencia se le enviará copia de la misma a su correo electrónico y a su costa, se le expedirán copias de todo el proceso.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Conceder la tutela solicitada en los procesos de la referencia, por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde del Municipio citado, el Procurador y el Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda y los representantes legales de Cafesalud y Asmet Salud del municipio de Balboa.
SEGUNDO.- En consecuencia, se dejan sin efecto los autos de fechas 11 de marzo y 14 de abril de este año, proferidos en las acciones populares a que se hizo referencia en la parte motiva de este proveído, exclusivamente en cuanto a los pronunciamientos relacionados con los amparos de pobreza solicitados por el demandante y se ordena al señor Juez Civil del Circuito de La Virginia que dentro de las cuarenta y horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie nuevamente respecto de las peticiones de que se trata.

TERCERO.- Negar las mismas solicitudes de tutela, en lo que tiene que ver con las decisiones del juzgado accionado de no acceder a las peticiones relacionadas con las reformas de las demandas.

CUARTO.- Negar la tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas.

QUINTO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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